	
Page I.1


	WT/TPR/S/159
Examen de las Políticas Comerciales
Página 52


	Djibouti
WT/TPR/S/159

Página 29



III. POLÍTICAS Y PRÁCTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS
1) Aspectos generales
1. El régimen de comercio de Djibouti refleja la estructura de su economía, en la que prevalecen los servicios.  La falta de una producción nacional sustancial de bienes ha justificado hasta ahora la inexistencia de un arancel de aduanas nacional destinado a la protección de las ramas de producción nacionales.  No obstante, el impuesto interior de consumo (TIC), establecido con fines principalmente fiscales, puede asimilarse a un arancel aduanero, al estar la producción nacional -muy reducida- exenta de derechos e impuestos.  Por otra parte, Djibouti ha notificado a la OMC el TIC en lugar del arancel aduanero.  Es esencialmente ad valorem:  los tipos van del 0 al 33 por ciento, con un promedio del 28,2 por ciento.

2. Durante la Ronda Uruguay, Djibouti consolidó todos los tipos de su arancel.  Los demás derechos y cargas a la importación se han consolidado en un tipo del 100 por ciento.  En el caso de 21 líneas arancelarias los tipos aplicados son superiores a los tipos consolidados.  Por otra parte, Djibouti sigue aplicando la definición de valor de Bruselas.  Las reformas en curso deberán conducir a la aplicación del Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana.  Esas reformas permitieron la creación de la Dirección de Aduanas y Derechos Indirectos en abril de 2005 y deberán conducir al establecimiento del impuesto sobre el valor añadido.  El objetivo último de las reformas es preparar a Djibouti para la adopción del arancel exterior común del COMESA.

3. Se aplica un impuesto a la exportación de sal.  El Código de Inversiones prevé diversas ventajas, pero de hecho apenas se utilizan debido, entre otras cosas, al bajo nivel de actividad.  En 2004 se elaboró un nuevo Código de Zonas Francas con el fin de corregir y racionalizar el régimen en esa esfera.  En el Código de Contratación Pública se estipula un margen preferencial de precios del 7,5 al 15 por ciento a favor de los proveedores nacionales.  Los reglamentos técnicos abarcan actualmente dos productos:  la sal y el agua envasada o embotellada.  En diciembre de 2004 se estableció un laboratorio de metrología, pero aún no está en funcionamiento.

4. En el marco del programa de privatización iniciado en 1996, se han privatizado dos empresas y se han puesto en régimen de concesión otras tres;  sin embargo, se han creado tres nuevas empresas públicas.  Djibouti no dispone de legislación en materia de competencia.  Algunos productos y servicios ("pan popular", hidrocarburos, medicamentos, agua, telecomunicaciones, electricidad y transporte urbano) están sujetos a controles de precios.  La legislación en materia de propiedad industrial data de la época colonial;  está en curso de revisión, con asistencia técnica de la OMPI.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones
i) Registro, documentación y procedimientos

5. Toda persona física o jurídica que desee realizar actividades de importación debe tener una licencia de importador.  Debe pagar la licencia y un impuesto adicional del 7 por ciento (del importe de la licencia).  Todo agente económico es de facto miembro de la Cámara de Comercio, aun cuando algunos no paguen el impuesto adicional.
  No se exige la nacionalidad de Djibouti para ejercer una actividad comercial en el país.  Según las autoridades, los comerciantes extranjeros establecidos regularmente en Djibouti gozan de trato nacional.  Por otra parte, toda persona puede importar cualquier bien destinado a su uso personal, a condición de que no esté oficialmente prohibido.

6. El carácter específico de los derechos de entrada de Djibouti dio lugar a la supresión de su Dirección de Aduanas en 1949.  Hasta la creación de la Dirección de Aduanas y Derechos Indirectos (DDDI) en abril de 2005
, se encargaba de los asuntos aduaneros la Subdirección de Ingresos Fiscales Indirectos, de la Dirección de Ingresos Fiscales y de Hacienda, dependiente del Ministerio de Hacienda.  En 2000 se estableció en el puerto el Sistema Integrado de Gestión Aduanera (SIGED).  Debido a las imperfecciones de dicho Sistema, el 15 de junio de 2005 Djibouti adoptó el sistema informático de gestión de datos aduaneros (MIRSAL)
, en el marco de su cooperación con las aduanas de los Emiratos Árabes Unidos.

7. Para el despacho de aduana de los bienes destinados al consumo en Djibouti se exige la utilización de la versión nacional del documento único denominado Declaración de Aduana COMESA (DDCOM), sea cual fuere el valor de la importación.  La DDCOM debe ir acompañada de otros documentos, como la factura comercial, el conocimiento de embarque (carta de porte aéreo cuando se trata de envíos por vía aérea), la lista de bultos, la orden de entrega expedida por la agencia de transporte marítimo, y, en caso necesario, la carta de crédito, el certificado de origen y las facturas pro forma (estas últimas las piden los bancos).
  En algunos casos puede también exigirse un certificado o autorización de la autoridad competente con fines de control sanitario o fitosanitario.

8. Hasta noviembre de 1997 la mayor parte de las mercancías importadas, según su valor, estaban sujetas a inspección previa a la expedición, que realizaba la sociedad COTECNA.  Esta medida se suprimió después.  La República de Djibouti no es miembro de la Organización Mundial de Aduanas, pero prevé serlo.

9. El importador debe presentar a la DDDI la DDCOM, así como la documentación complementaria, para el registro de la declaración y la recogida de datos.
  La DDDI procede a la verificación documental y física de los productos importados y recauda los derechos e impuestos de importación.  Según las autoridades, el tiempo que llevan los trámites, desde la entrada de las mercancías en Djibouti hasta su despacho de aduana, es en promedio de medio día si está en orden la documentación requerida;  si los clientes disponen de crédito para la retirada de las mercancías
, puede aplicarse un procedimiento simplificado que permite la descarga de las mercancías en el domicilio del importador.

10. Djibouti sigue aplicando la definición de valor de Bruselas, incluso después de haberse acogido al período de transición de cinco años otorgado a los países en desarrollo de conformidad con las disposiciones del artículo 20 del Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana.  En función del origen de los productos y de los documentos presentados, se aplican valores mínimos.  Con respecto al khat (sustancia alucinógena), se ha establecido un precio de referencia de 450 FD por kg bruto.
  Están en curso disposiciones con miras a la aplicación del Acuerdo, ya que los programas informáticos MIRSAL están bien adaptados.  Según las autoridades, el contrato de cooperación con las autoridades aduaneras de los Emiratos Árabes Unidos prevé asimismo reformas de las aduanas de Djibouti.

11. En la DDDI existe un Servicio Contencioso encargado de resolver las diferencias en materia de aduanas, que se refieren por lo general al valor, la clasificación o la falta de documentación.

ii) Aranceles y demás derechos y cargas

a)
Panorama general

12. Los productos importados en Djibouti pueden estar sujetos al impuesto interior de consumo (TIC), un recargo, el impuesto especial de solidaridad, otro derecho, la contribución de las licencias comerciales, y el impuesto general de solidaridad (IGS).  El TIC representó en 2004 alrededor del 62 por ciento de los ingresos presupuestarios.
  Al ser la producción nacional en general reducida y estar exenta de derechos e impuestos, el TIC desempeña la función de un arancel.  Se están realizando reformas, entre otras el establecimiento de la DDDI, con el fin de aclarar esa situación y preparar a Djibouti para la aplicación del arancel exterior común del COMESA llegado el momento.

13. En lo que se refiere a derechos de aduana, Djibouti otorga como mínimo trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  Desde julio de 2005 utiliza la versión 2002 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA), y ha instalado el sistema MIRSAL.  Actualmente el Arancel comprende 5.118 líneas de 8 dígitos del SA.  Djibouti únicamente aplica derechos ad valorem.  No utiliza aranceles estacionales.

b)
Niveles y estructura de los derechos de aduana

Derechos consolidados

14. En la Ronda Uruguay, Djibouti consolidó todas sus líneas arancelarias (cuadro III.1).  Las consolidaciones se realizaron a tipos, únicamente ad valorem, que van del 0 al 450 por ciento.  Los derechos aplicados a los productos no agrícolas se consolidaron en tipos de entre el 0 y el 230 por ciento, y los aplicados a los productos agrícolas en tipos de entre 0 y el 450 por ciento.  El promedio aritmético simple de los tipos consolidados es del 41,8 por ciento (el 52,4 por ciento en el caso de los productos agrícolas y el 40 por ciento en el de los demás);  en el caso del 97 por ciento de las líneas el tipo consolidado es del 40 por ciento;  3 líneas están consolidadas en el tipo máximo del 450 por ciento;  y sólo 67 líneas están consolidadas en 0.

15. Los demás derechos y cargas se han consolidado en el tipo máximo del 100 por ciento.  Djibouti no ha contraído compromisos en materia de contingentes arancelarios.

16. Los tipos están por lo general consolidados en niveles netamente superiores a los tipos aplicados, lo que no garantiza la estabilidad del régimen arancelario.  En efecto, la diferencia actual (13,6 puntos porcentuales) entre el promedio de los tipos consolidados y el promedio de los tipos NMF aplicados deja a las autoridades un margen considerable para aumentar los tipos aplicados sin superar los límites (cuadro III.1).  No obstante, en el caso de 21 líneas arancelarias (harinas de trigo, harinas de morcajo (tranquillón), aceites, motores)
, los tipos aplicados son superiores a los tipos consolidados.

Cuadro III.1

Estructura de los derechos NMF, 1999 y 2005

	
	
	Ronda Uruguay
	1999
	2005

	1
	Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje del total de líneas arancelarias)
	100,0
	100,0
	100,0

	2
	Líneas arancelarias exentas de derechos (porcentaje del total de líneas arancelarias)
	0,1
	0,1
	0,0

	3
	Derechos no ad valorem (porcentaje del total de líneas arancelarias)
	0,0
	2,3
	0,0

	4
	Contingentes arancelarios (porcentaje del total de líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	0,0

	5
	Derechos no ad valorem sin EAV (porcentaje del total de líneas arancelarias)
	0,0
	2,3
	0,0

	6
	Promedio simple de los tipos arancelarios
	41,8
	30,8
	28,2

	
	Productos agrícolas (definición de la OMC)ª
	52,4
	24,6
	22,5

	
	Productos no agrícolas (definición de la OMC)b
	40,0
	31,7
	29,1

	
	Agricultura, caza y silvicultura (CIIU, 1)
	40,5
	23,2
	20,9

	
	Explotación de minas y canteras (CIIU, 2)
	39,6
	30,4
	30,6

	
	Industrias manufactureras (CIIU, 3)
	42,0
	31,2
	28,6

	7
	Crestas arancelarias nacionales (porcentaje del total de líneas arancelarias)c
	0,6
	0,1
	0,0

	8
	Crestas arancelarias internacionales (porcentaje del total de líneas arancelarias)d
	99,6
	96,1
	88,7

	9
	Desviación típica global de los tipos aplicados
	18,2
	8,1
	8,6

	10
	Derechos "de puro estorbo" (porcentaje del total de líneas arancelarias)e
	0,0
	0,0
	0,0


a
Acuerdo de la OMC sobre la Agricultura.

b
Con exclusión del petróleo.

c
Las crestas arancelarias nacionales son los derechos superiores al triple del promedio simple de los tipos aplicados (indicador 6).

d
Las crestas arancelarias internacionales son los derechos superiores al 15 por ciento.

e
Los derechos "de puro estorbo" son los derechos superiores a 0 pero inferiores o iguales al 2 por ciento.

Nota:
Los indicadores 6 a 10 se calculan sobre la base de las líneas con respecto a las cuales ha podido tenerse en cuenta un derecho ad valorem.
Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en los datos facilitados por las autoridades de Djibouti.

Derechos de aduana NMF aplicados

17. El TIC, asimilado a los derechos de aduana NMF aplicados, comprende seis tipos:  el 33 por ciento sobre los artículos de "lujo";  el 20 por ciento sobre los productos intermedios;  el 10 por ciento sobre los líquidos alcohólicos en tránsito o transbordo;  el 8 por ciento sobre los productos alimenticios de primera necesidad, los productos farmacéuticos, los vehículos, las prendas de vestir, los artículos electrodomésticos y los bienes de equipo;  el 5 por ciento sobre los productos de tabaco en tránsito o en transbordo por bagala (velero pequeño);  y el 0 por ciento sobre los billetes de banco y las monedas.  El promedio aritmético simple de esos tipos es en 2005 del 28,2 por ciento, frente al 30,8 por ciento en 1999.  El tipo modal (el más frecuente) es del 33 por ciento;  se aplica a más del 70 por ciento del número total de líneas arancelarias (gráfico III.1).
  En otras palabras, la mayor parte de los bienes importados se consideran artículos de lujo, lo que queda reflejado en el coeficiente de variación del 0,3, que indica una escasa dispersión de los tipos.
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Nota:       Las cifras entre paréntesis corresponden al porcentaje del total de las líneas.  La suma es inferior a 100 porque en el 

                fichero facilitado por las autoridades de Djibouti no figuran los tipos de siete líneas del SA. 



Fuente :  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Djibouti.

Gráfico III.1

Distribución de los derechos NMF aplicados, 2005
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18. Los productos no agrícolas (según la definición de la OMC) son los más protegidos:  tipo arancelario medio del 29,1 por ciento, frente al 22,5 por ciento en el caso de los productos agrícolas (cuadro III.2).  Si se utiliza la Clasificación Industrial Internacional Uniforme (CIIU, Revisión 2), el promedio de los derechos sigue siendo relativamente más bajo en el sector agrícola (20,9 por ciento) que en el sector manufacturero (28,6 por ciento) y el sector minero (30,6 por ciento).

19. En general, los derechos muestran una progresividad mixta:  tipos medios que van 
del 25,1 por ciento en el caso de los productos en la primera etapa de elaboración al 28,7 por ciento en el de los productos semielaborados, y el 28,6 por ciento en el de los productos acabados.  La progresividad de los derechos es negativa en los siguientes casos:  industrias del papel;  industrias de productos químicos, petróleo, carbón, caucho y plástico;  algunas industrias de productos minerales no metálicos;  fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo; y otras industrias manufactureras.  En lo que se refiere a la industria de los textiles y el vestido, la progresividad es mixta:  promedio del 33 por ciento en el caso de los productos sin elaborar, del 20,8 por ciento en el de los productos semielaborados y del 25,2 por ciento en el de los productos acabados (gráfico III.2).

Cuadro III.2

Análisis resumido del arancel NMF, 2005

	Designación
	Número de líneasª
	Tipos aplicados en 2005

	
	
	Número de líneas utilizadas
	Promedio simple de los derechos 
(%)
	Horquilla arancelaria 
(%)
	Desviación típica 
(%)
	CV

	Total
	5.118
	5.111
	28,2
	8-33
	8,6
	0,3

	Según la definición de la OMCb
	
	
	
	
	
	

	Agricultura
	737
	734
	22,5
	8-33
	9,9
	0,4

	Animales vivos y productos del reino animal
	76
	76
	17,5
	8-20
	4,9
	0,3

	Productos lácteos
	20
	20
	17,6
	8-20
	4,9
	0,3

	Café, té, cacao, azúcar, etc.
	131
	130
	23,4
	8-33
	7,9
	0,3

	Plantas y flores cortadas
	38
	38
	27,7
	8-33
	10,3
	0,4

	Frutas y legumbres y hortalizas
	148
	147
	14,5
	8-20
	6,0
	0,4

	Cereales
	18
	18
	8,0
	8
	0,0
	0,0

	Semillas oleaginosas y materias grasas
	76
	76
	21,4
	8-33
	9,6
	0,4

	Bebidas y líquidos alcohólicos
	40
	39
	33,0
	33
	0,0
	0,0

	Tabaco
	60
	60
	33,0
	33
	0,0
	0,0

	Otros productos agrícolas
	130
	130
	27,4
	8-33
	10,4
	0,4

	Productos no agrícolas (excluido el petróleo)
	4.367
	4.363
	29,1
	8-33
	8,0
	0,3

	Pescado y productos de la pesca
	108
	108
	20,1
	8-33
	2,1
	0,1

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	336
	334
	27,9
	8-33
	8,0
	0,3

	Metales
	607
	607
	32,4
	20-33
	2,8
	0,1

	Productos químicos y productos fotográficos
	822
	821
	32,0
	8-33
	4,5
	0,1

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	140
	140
	30,2
	8-33
	5,7
	0,2

	Madera, pasta de madera, papel y muebles
	247
	246
	30,6
	8-33
	6,2
	0,2

	Textiles y vestido
	816
	816
	23,0
	8-33
	10,2
	0,4

	Equipo de transporte
	122
	122
	29,3
	8-33
	8,9
	0,3

	Maquinaria no eléctrica
	512
	512
	27,8
	8-33
	10,1
	0,4

	Maquinaria eléctrica
	237
	237
	31,5
	8-33
	5,9
	0,2

	Productos no agrícolas n.e.p.
	420
	420
	32,8
	8-33
	2,3
	0,1

	Por sectores de la CIIUc
	
	
	
	
	
	

	Agricultura, caza, silvicultura y pesca
	296 
	295
	20,9
	8-33
	11,2
	0,5

	Explotación de minas y canteras
	107 
	107
	30,6
	20-33
	5,1
	0,2

	Industrias manufactureras
	4.714 
	4.708
	28,6
	8-33
	8,2
	0,3

	Por grado de elaboración
	
	
	
	
	
	

	Materias primas
	637
	636
	25,1
	8-33
	10,3
	0,4

	Productos semielaborados
	1.678
	1.674
	28,7
	8-33
	8,8
	0,3

	Productos acabados
	2.803
	2.801
	28,6
	8-33
	7,8
	0,3


a
Este análisis se basa en una frecuencia (número de líneas) reducida, ya que en el arancel facilitado por las autoridades de Djibouti no están incluidas siete líneas del SA.

b
Hay 14 líneas arancelarias que no están comprendidas ni en la definición de la OMC de productos agrícolas ni en la de productos no agrícolas (se trata esencialmente de productos del petróleo).

c
Clasificación Industrial Internacional Uniforme de todas las actividades económicas (Rev.2).  Se excluyen la electricidad, el gas y el agua (una línea arancelaria).
Nota:
CV = Coeficiente de variación.
Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades de Djibouti.

c)
Otros derechos y cargas

20. Además de los derechos de aduana (TIC), se aplica un impuesto general de solidaridad (IGS) del 5 por ciento a todas las importaciones realizadas por personas que no dispongan de licencia de importador.  El kilo bruto de khat importado o producido en el país está sujeto a un IGS de 100 FD y a un derecho de 50 FD.  Por otra parte, se percibe una contribución de las licencias comerciales de 8,4 FD por kg bruto de khat importado o producido en el país.  Esta contribución se aumenta en un 7 por ciento en concepto de impuesto adicional destinado a la Cámara de Comercio de Djibouti.  En 2000 se aplicó a las importaciones un impuesto especial de solidaridad en favor del pueblo somalí (Ley Nº 77/AN/00/4ºL), establecido para financiar la reconciliación de Somalia;  ya no está en vigor.
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Gráfico III.2

Progresividad arancelaria, 2005
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 Nota:      Los grupos de productos se definen con arreglo a las divisiones de 2 dígitos de la CIIU.



Fuente :  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Djibouti.



Todos los  productos  Agricultura  Explotación de  minas y canteras  Productos  alimenticios,   bebidas y tabaco  Textiles y prendas   de vestir  Madera y productos   de la madera  Papel y productos   de  papel;   imprentas  y editoriales  Productos   químicos  Productos minerales  no metálicos  Industrias básicas  metálicas 

Productos metálicos,   maquinaria y equipo 

Otras industrias   manufactureras 


21. Se aplican recargos (ad valorem y fijos) a los siguientes productos:  tabaco; líquidos alcohólicos;  productos del petróleo;  khat;  aguas minerales y bebidas no alcohólicas;  jugos de frutas y de legumbres y hortalizas (tanto importados como de producción nacional) destinados al consumo.  En el cuadro III.3 se detallan esos recargos.

22. Se aplica un derecho a los aceites de petróleo importados o de producción nacional.  Su cuantía viene determinada por la estructura de los precios mensuales de cada producto, establecida con arreglo a los precios del petróleo del mes anterior.  Se percibe asimismo un derecho sobre la venta de combustible para reactor A-1 (5 FD por litro) y sobre los hidrocarburos en tránsito con destino a Somalia (32,13 FD por litro de gasolina superior y ordinaria, y 7,23 FD por litro de gasóleo).

Cuadro III.3

Recargos aplicados en 2005

	Productos
	Importe

	Tabaco
	

	Tabaco elaborado
	54%

	Extractos y jugos de tabaco
	54%

	Líquidos alcohólicos
	

	Cerveza
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Mosto de uva
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Vinos de uva ordinarios
	100 FD el litro

	Otros vinos de uva
	160%

	Vermut y otros vinos similares
	160%

	Sidra y otras bebidas fermentadas
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Alcohol etílico sin desnaturalizar
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Preparaciones alcohólicas compuestas
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Otras bebidas espirituosas
	4.700 FD por litro de alcohol puro

	Aguas de colonia que contengan alcohol
	300 FD por litro de alcohol puro

	Perfumes y extractos de perfume que contengan alcohol
	2.500 FD por litro de alcohol puro

	Productos del petróleo
	

	Gasolina ordinaria y superior
	49,5 FD por litro

	Gasóleo
	6 FD por litro

	Petróleo lampante
	14 FD por litro

	Aceites lubricantes, aceites de frenos, grasas
	100 FD por kg neto

	Khat
	

	Khat
	561 FD por kg bruto

	Aguas minerales y bebidas no alcohólicas
	

	Aguas minerales naturales o artificiales
	14 FD por litro

	Aguas gasificadas, incluso azucaradas, edulcoradas de otro modo o aromatizadas
	14 FD por litro

	Otras bebidas no alcohólicas
	

	Jugos de frutas y de legumbres y hortalizas
	14 FD por litro

	Jugos de frutas
	561 FD por kg bruto

	Jugos de legumbres y hortalizas
	


Fuente:
Ley Nº 108/AN/00/4ºL, de 29 de octubre de 2000, sobre reforma del Código General de Impuestos.

23. En el marco de las reformas encaminadas a preparar a Djibouti para la adopción del arancel exterior común (AEC) del COMESA, el Gobierno prevé eliminar, llegado el momento, el TIC y establecer un impuesto sobre el valor añadido (IVA).  Según las autoridades, se están realizando estudios de los efectos de esas reformas.

24. Con respecto a las importaciones, la base del cálculo de los impuestos interiores es el precio c.i.f. más los gastos portuarios (descarga, manipulación y gastos de transporte).  En cuanto a los productos nacionales, la base impositiva es el coste unitario de producción, más, si procede, otros gastos;  el valor imponible puede basarse también en precios de referencia.

d)
Preferencias arancelarias

25. En su condición de participante en la zona de libre comercio del COMESA desde el 1º de noviembre de 2000, Djibouti tendría que otorgar acceso con exención de derechos de aduana a las importaciones originarias de los demás países participantes.  No obstante, el TIC, considerado por Djibouti un impuesto interior aun cuando en la práctica desempeña la función de un derecho de aduana, no es objeto de preferencias.  Por consiguiente, Djibouti no otorga preferencias en materia de derechos de entrada a ningún país.

iii) Concesiones en materia de derechos e impuestos

26. En la Ley Nº 108/AN/00/4ºL se prevé:  la importación definitiva (despacho para consumo, con o sin pago del TIC) y la reimportación definitiva;  el régimen suspensivo (importación temporal, tránsito y depósito); y la exportación y reexportación (sección 3) vi) infra).

27. Con arreglo al régimen de importación definitiva, están exentos de impuestos y recargos los siguientes bienes:  i) efectos y enseres en uso, por ejemplo el mobiliario personal de extranjeros que vayan a establecerse en la República de Djibouti o de nacionales que vuelvan definitivamente del extranjero;  ii) herramientas, instrumentos y equipo agrícola, industrial o comercial pertenecientes a personas o empresas que hayan cesado sus actividades en el extranjero y que trasladen su empresa o industria a la República de Djibouti;  iii) muestras sin valor comercial;  iv) muestras médicas gratuitas, con el correspondiente sello, dirigidas a médicos u hospitales por laboratorios farmacéuticos;  v) productos publicitarios enviados por los proveedores sin pago alguno y distribuidos gratuitamente por su cuenta, a condición de que lleven la marca publicitaria y con exclusión del tabaco y los líquidos alcohólicos;  vi) envíos que no tengan carácter comercial;  vii) material escolar destinado a instituciones docentes autorizado por el Gobierno y distribuido gratuitamente a los alumnos;  viii) harina de trigo, levaduras y mejoradores destinados a las panaderías;  ix) objetos y productos destinados a los servicios diplomáticos o consulares y a los organismos internacionales;  y x) objetos y productos destinados a unidades de ejércitos extranjeros estacionadas en Djibouti, a empresas autorizadas en virtud del Código de Inversiones, a la Sociedad del Ferrocarril Djibouti‑Etiopía y a empresas de explotación de salas cinematográficas.

28. Las mercancías en régimen de suspensión de impuestos, recargos y demás derechos deben estar cubiertas por un certificado que ofrezca las garantías necesarias.
  El régimen de suspensión es posible en varios casos.  En efecto, con arreglo al régimen de admisión temporal normal (con suspensión de impuestos y recargos), pueden importarse mercancías destinadas a sufrir transformación, elaboración o complemento de mano de obra, a ser reparadas, o a ser utilizadas en su estado actual.  Las mercancías en régimen de admisión temporal normal, comprendidos los productos transformados obtenidos bajo ese régimen, se destinan en principio a la exportación.  Un régimen de admisión temporal especial permite la suspensión parcial de los impuestos y recargos aplicables a las importaciones de máquinas, aparatos y vehículos -incluidos los vehículos de transporte, a excepción de automóviles particulares- utilizados para la realización de trabajos.  En el momento de la importación, el importador debe tener previsto el depósito o la reexportación (antes de la expiración del plazo establecido).

29. La suspensión de los impuestos, recargos y demás derechos es también posible en el caso de tránsito en la importación o la exportación de bienes, así como en el caso de importaciones destinadas a una zona franca (sección 3) v)).  Hay asimismo depósitos privados (bajo el control de la Administración de Aduanas) en los que las mercancías sólo están sujetas al pago de los gastos de mantenimiento y depósito.  El plazo del mantenimiento de las mercancías en depósito está establecido en dos años.

30. En la Ley se prevé un régimen de depósito industrial que permite la utilización de las mercancías (en régimen de suspensión de impuestos y recargos) por empresas que produzcan para la exportación o para el mercado interno.
  No obstante, ese régimen no se utiliza.  Con arreglo al régimen de depósito especial de hidrocarburos, las empresas de almacenamiento de hidrocarburos, enlazadas por oleoducto con las instalaciones portuarias, pueden poner las mercancías importadas en régimen de suspensión de los impuestos y recargos aplicables.

31. Las mercancías en régimen de suspensión de impuestos, recargos y demás derechos pueden ser objeto de ciertas manipulaciones en condiciones muy precisas.  En caso de despacho para consumo (en el territorio nacional) de mercancías admitidas en régimen de suspensión, deberán pagarse los impuestos, recargos y demás derechos aplicables.  En principio, están prohibidas las manipulaciones tanto en el depósito privado como en el depósito especial de hidrocarburos.

32. Las mercancías reimportadas en el mismo estado por su exportador inicial, o por su cuenta, gozan de franquicia de impuestos y recargos.

iv) Normas de origen

33. Djibouti no tiene normas de origen no preferenciales.  Ahora bien, en el Acuerdo del COMESA, del que es signatario Djibouti, se prevén normas de origen preferenciales (capítulo II 5) ii) a)).  La Cámara de Comercio de Djibouti establece los certificados de origen para los productos de Djibouti con derecho a preferencias no recíprocas cuando se exportan y para los productos en tránsito.  En el caso de los productos del COMESA expide los certificados el MCI.

v) Prohibiciones, restricciones cuantitativas y licencias de importación

34. Por regla general, se prohíbe la importación de todo producto que se considere peligroso para el orden público, la seguridad, la salud de la población o el medio ambiente, salvo exención otorgada por la autoridad competente.  Esas prohibiciones están por lo general previstas en los Convenios internacionales de los que es signatario Djibouti:  la CITES
, el Convenio de Estocolmo
 y el Convenio de Rotterdam.
  En la práctica, la importación de los productos abarcados por esos Convenios requiere por lo general una licencia.  Así ocurre en el caso de las especies amenazadas de fauna y flora silvestres (anexo I de la CITES) y de los productos abarcados por el Protocolo de Montreal sobre los CFC (clorofluorocarburos).

35. Según la legislación en vigor, los únicos productos cuya importación está expresamente prohibida son los vehículos con el volante a la derecha
 y las bolsas de plástico no biodegradables.
  Las importaciones de piensos están sujetas a la autorización del MCI, con el fin de proteger una industria nacional actualmente en liquidación.  Las importaciones de medicamentos y armas y municiones están sujetas a licencias expedidas por el Ministerio de Sanidad y el Ministerio del Interior, respectivamente.  La importación de khat está sujeta a una licencia expedida por el MCI;  sólo puede efectuarse por vía aérea, o por vía terrestre por el puesto fronterizo de Galilée (Distrito de Ali-Sabieh).

36. Según las autoridades, Djibouti no aplica restricciones cuantitativas a las importaciones.

vi) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

37. La República de Djibouti no tiene legislación en materia de medidas antidumping, compensatorias o de salvaguardia, ni ha adoptado ninguna medida de ese tipo.

vii) Normas y otras prescripciones técnicas

a)
Normas, pruebas y certificación

38. En el marco del Ministerio de Comercio, Industria y Artesanía, se ha establecido el Servicio de Control de la Calidad y Normas (Dirección de Comercio, Normas y Calidad), con los siguientes objetivos:  protección de los consumidores;  promoción de las exportaciones;  protección de la competencia leal entre los comerciantes, y represión de fraudes;  elaboración y publicación de normas;  certificación de productos y procedimientos;  garantía de la calidad;  pruebas (análisis de laboratorio);  metrología (pesos, medidas, volúmenes);  acreditación de laboratorios;  y participación en los trabajos internacionales de normalización y actividades conexas.  Las tareas asignadas a ese Servicio se distribuyen entre sus dos secciones:  la Sección de Normalización y la Sección de Control de la Calidad.  El Servicio actúa como centro de coordinación y autoridad encargada de la notificación a la OMC en el marco de los Acuerdos sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias y sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.  Está facultado para expedir permisos, licencias y autorizaciones de comercialización.

39. Pese a ese marco institucional, hasta hace poco tiempo en la República de Djibouti se había hecho muy poco en materia de normalización, reglamentación técnica, pruebas, certificación y control.  Por consiguiente, las actividades en esas esferas siguen siendo marginales y Djibouti dispone de pocos reglamentos técnicos.
  No obstante, en 2002 se estableció un Comité de Reflexión sobre la Normalización con miras a elaborar (sin gran éxito hasta la fecha) legislación nacional en las siguientes esferas:  i) protección del consumidor y represión de fraudes;  ii) normalización;  y iii) metrología.

40. Está en curso de ejecución un proyecto, financiado por la ONUDI, de establecimiento de un sistema de metrología legal encaminado a poner en pie un sistema de control y calibración de los instrumentos de medida tanto de los minoristas como de los industriales.
  En diciembre de 2004 se estableció, en el marco del Ministerio de Comercio, un laboratorio de metrología que aún no ha iniciado sus actividades, ya que el MCI prepara nueva legislación en materia de metrología.

41. Los dos productos actualmente sujetos a reglamentos técnicos (normas obligatorias) son la sal y el agua.  Djibouti proyecta pasar a ser miembro de la Organización Regional Africana de Normalización (ORAN) y de la Organización Internacional de Normalización (ISO).

b)
Medidas sanitarias, fitosanitarias y ambientales

42. Djibouti ha ratificado varios convenios internacionales en materia sanitaria, fitosanitaria y de protección del medio ambiente:  la Convención Marco sobre el Cambio Climático y el Protocolo de Kyoto correspondiente;  la Convención de Lucha contra la Desertificación;  el Convenio Internacional para la Protección de los Vegetales;  el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología;  la Convención Fitosanitaria para África;  el Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono y el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono;  el Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes;  el Convenio de Rotterdam sobre el Procedimiento de Consentimiento Fundamentado Previo;  el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación;  el Convenio de Ramsar sobre las Marismas;  y la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES).

43. De manera general, en la República de Djibouti está prohibida la importación de todo material susceptible de introducir enfermedades y/o infecciones, así como la importación de desechos peligrosos.  Según la legislación en vigor, para que se consideren aptos para el consumo, los productos pecuarios o de origen animal importados o de producción nacional deben satisfacer determinados criterios microbiológicos y químicos establecidos mediante órdenes.
  En principio, los criterios se verifican según procedimientos establecidos.  Por otra parte, la sal yodada no puede comercializarse ni importarse si no está amparada por un certificado de calidad en el que se indique el contenido de yodo, fijado entre 20 y 40 mg por kg (o entre 34 y 66 mg por kg de yodato de potasio).

44. Desde el 31 de enero de 1999 están rigurosamente prohibidas la importación y la venta de bolsas para envasar, de plástico, no biodegradables
;  no obstante, se siguen importando.  En la República de Djibouti está prohibido el comercio (así como la caza y captura) de todas las especies silvestres y de sus despojos, pieles y trofeos.  Para pasar en tránsito por Djibouti, los animales enumerados en el anexo I de la CITES o sus productos deben estar amparados por un permiso de exportación CITES expedido por el país de procedencia de los animales/productos y por un permiso de importación CITES expedido por el país de destino.
  La importación de sustancias tóxicas o peligrosas está sujeta a la autorización especial del Ministerio competente en materia de medio ambiente.  El transporte, almacenamiento, venta y utilización de esas sustancias están sujetos a un pliego de condiciones establecido por el Ministerio.

45. La importación de los productos comprendidos en las listas A 1) y C de los anexos del Protocolo de Montreal está sujeta a contingentes anuales establecidos y administrados por el Ministro competente en materia de medio ambiente, a través de una autorización previa otorgada tras conocer la opinión del Ministro competente en materia de comercio y en consulta con el Comité Nacional sobre el Ozono.  A partir de 2010 se prohibirá la importación de aparatos de refrigeración, usados o nuevos, que contengan determinadas sustancias (especificadas) nocivas para el ozono.
  Los aparatos afectados son los siguientes:  aparatos de climatización de automóviles y camiones (estén o no incorporados al vehículo);  aparatos de refrigeración y de climatización, bombas de calor de uso doméstico y comercial (refrigeradores, máquinas de fabricación de hielo, congeladores, deshumidificadores, aparatos refrigerantes de agua, y máquinas para la fabricación de bombas de calor);  aerosoles utilizados con otros fines que las aplicaciones médicas;  extintores portátiles; compresores frigoríficos;  congeladores horizontales de tipo arcón (cofre) de capacidad igual o inferior a 800 litros;  congeladores verticales de tipo armario de capacidad igual o inferior a 900 litros;  y otros materiales, máquinas y aparatos para la producción de frío.

46. La comercialización de agua envasada o embotellada destinada al consumo humano está supeditada a la obtención de una licencia de comercialización (válida por un año), expedida por el Servicio de Control de la Calidad y Normas sobre la base de un certificado de conformidad en el que se indique que, según las pruebas de laboratorio realizadas, se cumplen las normas nacionales establecidas.  El agua importada debe ir amparada por un certificado sanitario y un certificado de conformidad con las normas nacionales establecidas.  Cuando se presenta una solicitud de importación por primera vez, el Servicio de Control de la Calidad y Normas procede a análisis contradictorios del producto.  Se paga un derecho por la obtención de los documentos:  de 5.000 FD por el certificado de conformidad y de 15.000 FD por la licencia de comercialización.

47. Los productos sometidos a inspección sanitaria en el momento de la exportación son los siguientes:  animales vivos, ganado, subproductos de matadero y animales disecados o trofeos;  valvas, caparazones, nácar y coral;  crustáceos;  y pieles y cueros.  El marfil y las pieles de animales deben ir acompañados de un certificado de origen y de un certificado sanitario expedido por el país de origen.  Los productos alimenticios de origen animal deben ir acompañados de un certificado sanitario tanto cuando se importan como cuando se exportan.

c)
Marcado, etiquetado y envasado

48. La etiqueta de las aguas minerales naturales o de manantial embotelladas debe indicar la situación geográfica del manantial subterráneo del que provienen;  el contenido de sales minerales disueltas y fluoruro iónico, expresado en partes por millón (ppm);  la composición detallada de los ocho elementos principales;  el pH y la mineralización total;  el número de serie;  y, en su caso, si se ha añadido flúor o nitrógeno.  Además de esas indicaciones básicas (con excepción de posibles adiciones y de la fuente de procedencia), la etiqueta de las aguas mineralizadas debe indicar las fechas de producción y de caducidad, así como el origen del agua bruta y las operaciones a que ha sido sometida.  El agua mineralizada destinada al consumo debe distinguirse del agua mineral natural o de manantial.
  Está en curso de elaboración una ley sobre el etiquetado.

49. En el envase de la sal yodada destinada al consumo humano debe indicarse:  sal de cocina yodada, peso neto, modo de almacenamiento, fecha de fabricación y número de lote, y razón social y dirección del fabricante.
  Por otra parte, los envases de productos químicos peligrosos deben llevar símbolos e informaciones relativos a los riesgos, e indicaciones de medidas de seguridad.

viii) Contratación pública

50. La contratación pública se rige en Djibouti por la Ley Nº 75/AN/95/3erL, de 14 de febrero de 1995, aplicable a los contratos de obras, suministros, transporte y servicios.  Prevé tres modos de contratación:  licitación pública, licitación selectiva y contratación directa.  La administración contratante diseña, redacta y publica el aviso de licitación según el modo elegido, si bien deberá justificar su elección ante la Comisión Nacional de Contratación Pública (CNMP).  Los ministerios pueden adjudicar contratos cuyo importe no exceda de 5 millones de FD (28.090 dólares EE.UU.) por pedido.  Para esas compras deben compararse tres facturas pro forma como mínimo y debe adjudicarse el contrato a la más ventajosa.

51. El método de contratación más utilizado es la licitación pública, obligatoria para importes superiores a 15 millones de FD (84.270 dólares EE.UU.).  Se aplica el método de licitación selectiva a los contratos de una especial especificidad.  Se adjudica el contrato al licitador que se considere capaz de ejecutarlo y cuya oferta se ajuste a los criterios establecidos y sea más ventajosa desde el punto de vista económico.  La contratación directa se aplica sobre todo a las compras que, por motivos de urgencia, no puedan retrasarse.  La CNMP organiza sesiones públicas para el examen de las ofertas, a las que pueden asistir todos los licitadores.  No está obligada a rendir cuentas ni a informar a los candidatos cuyas ofertas no hayan sido aceptadas.

52. La Ley prevé una preferencia del 7,5 al 15 por ciento (sobre el precio) a favor de los proveedores nacionales.  Los contratos financiados por instituciones internacionales están sujetos a los procedimientos por ellas impuestos.  Tanto los avisos de licitación como la notificación de adjudicación se publican en el periódico (trisemanal) "la Nation".  Se prevén vías de recurso contra las decisiones de adjudicación de los contratos ante el Tribunal de lo contencioso administrativo.

53. Djibouti no es parte en el Acuerdo plurilateral sobre Contratación Pública ni tiene la condición de observador en el marco de dicho Acuerdo.  Tampoco ha expresado su intención de adherirse a él.

ix) Otras medidas

54. Según las autoridades, Djibouti no participa en ningún acuerdo de comercio de compensación ni en acuerdos que limiten las exportaciones con destino a su mercado.  No se exigen reservas obligatorias con respecto a ningún producto.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones
i) Registro y documentación

55. Todas las mercancías exportadas deben ser objeto de una declaración detallada que ha de presentarse a la DDDI para que se asigne un régimen.  La forma y el contenido de las declaraciones, y los documentos que deben llevar anexos, se determinan en órdenes ministeriales.
  La condición de comerciante da derecho a la vez a operaciones de importación, exportación y reexportación.  Según las autoridades, todo productor puede exportar o reexportar sus productos, a condición de que no haya escasez de ellos en el mercado nacional si son de primera necesidad.  Las excepciones son el coral y la madera cortada (sección iii) infra).

ii) Impuestos a la exportación

56. Djibouti impone un impuesto de exportación a la sal, de 500 FD por tonelada.

iii) Prohibiciones, restricciones y licencias de exportación

57. Están prohibidas las exportaciones de madera cortada y de coral.  Según las autoridades, aparte de las restricciones aplicadas en el marco de convenios internacionales de los que es signatario Djibouti (sección 2) vii) b) supra), no se aplica ninguna otra restricción a la exportación.
  Djibouti no exige actualmente licencias de exportación.

iv) Limitaciones voluntarias de las exportaciones

58. Según las autoridades, Djibouti no ha concluido acuerdos de limitación voluntaria de sus exportaciones con respecto a ningún producto.

v) Zonas francas

59. El régimen de zonas francas preveía diversas ventajas;  no obstante, sus objetivos estaban lejos de cumplirse (capítulo II 6) y cuadro II.2).  Existía una multitud de leyes, a lo que ha puesto fin el establecimiento de una Autoridad de Puertos y Zonas Francas y un nuevo Código de Zonas Francas.  No obstante, la zona franca sigue estando en estado embrionario, lo que explica la falta de datos estadísticos sobre sus actividades.

60. En zona franca las mercancías quedan en régimen de suspensión de los impuestos y recargos pagaderos al consumo.  Dichos impuestos y recargos deben pagarse con respecto a las mercancías importadas de la zona franca con destino al territorio aduanero de Djibouti.  Con excepción de las ferias, en la zona franca está prohibida la venta al por menor.  En virtud del nuevo Código, en zona franca están autorizadas todas las operaciones.  Con arreglo al régimen anterior, estaban autorizadas las siguientes operaciones:  ensambladura, montaje, envasado o embalaje, limpieza, clasificación, aprovisionamiento, cernido, división, torrefacción, molturación, trituración, pulverización, u otras transformaciones o complementos de mano de obra.

vi) Ayudas a la exportación, y promoción y financiación de las exportaciones

61. Según las autoridades, Djibouti no subvenciona sus exportaciones.  Los principales instrumentos de promoción de las exportaciones son los incentivos descritos en el Código de Inversiones (capítulo II 6)) y los regímenes aduaneros previstos en la Ley Nº 108/AN/00/4ºL, sobre reforma del Código General de Impuestos (sección 2) iii)).  En efecto, si bien las empresas que producen tanto para el mercado interno como para la exportación pueden acogerse al régimen de depósito industrial, el régimen de admisión temporal normal permite la suspensión de los impuestos y recargos principalmente a las empresas exportadoras.

62. Las instituciones normalmente encargadas de la promoción de las exportaciones son por el momento el MCI y la Cámara de Comercio.  No obstante, sólo se realizan actividades marginales de promoción a través de ferias.

63. La Agencia Africana de Seguros del Comercio (ACA), establecida en 2001 y en funcionamiento desde principios de 2002, y de la que Djibouti es miembro desde julio de 2004
, ofrece servicios de seguros, por plazo de hasta cinco años, contra los riesgos políticos resultantes de las transacciones comerciales.
  Los mercados a los que se dirige son las empresas extranjeras o los países miembros que exportan bienes y servicios a otros miembros, y los bancos e instituciones financieras extranjeras que financian las exportaciones destinadas a países miembros.  La ACA ofrece asimismo un seguro de crédito que puede cubrir los riesgos de impago en el mercado interno y los mercados de exportación hasta un 90 por ciento.
  Las empresas estatales, paraestatales o controladas por el Estado pueden beneficiarse también de una cobertura;  no obstante, quedan excluidas las entidades soberanas.

64. Las operaciones que pueden beneficiarse de las ventajas ofrecidas deben por lo general entrañar el movimiento transfronterizo de bienes y servicios, y estar relacionadas con actividades productivas en el país miembro.
  Más concretamente, se trata de transacciones como las siguientes:  venta de bienes y servicios a crédito;  confirmación de cartas de crédito;  arrendamiento con opción de compra;  créditos para los fondos de operaciones de las empresas;  importación y exportación de bienes de capital, bienes destinados al almacenamiento para la venta o bienes destinados a la elaboración;  y créditos concedidos por un prestamista extranjero o nacional.  El límite máximo del seguro de la transacción varía según el país;  la cobertura puede llegar al 100 por ciento del valor de la transacción.  En el caso de las exportaciones la duración del servicio es de un año (no obstante, puede concederse un plazo más largo).  Las primas van del 0,4 al 2,5 por ciento anual del importe de que se trate, con un mínimo de 250 dólares EE.UU. en el caso de transacciones relacionadas con las exportaciones.
  Según las autoridades, los exportadores no han solicitado aún los servicios de la ACA, debido a que Djibouti acaba de adherirse a ella.

65. La Sociedad Islámica de Seguro de las Inversiones y de los Créditos a la Exportación (SIAICE), establecida en 1995 y de la que Djibouti es miembro desde julio de 2004
, ofrece los siguientes servicios:  i) seguro de los créditos a la exportación contra los riesgos comerciales y no comerciales;  ii) seguro o reaseguro de las inversiones contra los riesgos no comerciales (país);  y iii) reaseguro de los organismos de créditos a la exportación de los países miembros.

4) Medidas que afectan a la producción y al comercio
i) Incentivos

66. Los principales incentivos son los previstos en el Código de Inversiones y el régimen de zonas francas (capítulo II 6) y 7)).  Por otra parte, ante la falta de financiación, en 2002 se estableció el Fondo de Desarrollo Económico de Djibouti (FDED).  Sus principales objetivos son los siguientes:  i) financiación de proyectos o programas de desarrollo del sector privado mediante préstamos directos y también asistencia técnica, principalmente en materia de preparación de proyectos, otorgando prioridad al desarrollo de las actividades agropecuarias, de la pesca, del turismo, de los servicios y de las pequeñas y medianas industrias de transformación de materias primas nacionales;  y ii) financiación de proyectos que ofrezcan suficientes garantías de equilibrio financiero, con el fin de promover el desarrollo socioeconómico del país.

67. El FDED es una empresa pública, de carácter comercial, cuya finalidad es promover el sector productivo privado.  Pone a disposición de promotores potenciales préstamos comprendidos entre 3 y 50 millones de FD, con períodos de reembolso que van de 5 a 12 años y tipos de interés preferenciales no superiores al 8 por ciento (iguales o inferiores al 5 por ciento con respecto al sector primario).  Los recursos del FDED provienen esencialmente de una dotación de capital del Estado (300 millones de FD) y de líneas de crédito de organismos internacionales, como la del Fondo Kuwaití para el Desarrollo Económico Árabe (5 millones de dólares EE.UU.), destinada a la financiación de las pequeñas y medianas empresas.
  Los criterios aplicados para otorgar los créditos son la rentabilidad del proyecto, su repercusión económica en la creación de empleo y en términos de sustitución de las importaciones, y el carácter prioritario para el país del sector en el que se realizan las inversiones.  El FDED depende del Ministerio de Hacienda y está bajo el control del Banco Central.  En el momento de concluir el presente informe, el FDED no ha financiado aún proyectos, pero ha recibido ya un centenar de solicitudes.

68. A fin de reestructurar y ampliar la "financiación alternativa", en 2000 se estableció el Fondo Social de Desarrollo (FSD), financiado por el Banco Africano de Desarrollo.  Su objetivo es apoyar los esfuerzos del Gobierno para reducir apreciablemente la pobreza mediante el otorgamiento de créditos, la prestación de servicios sociales básicos y el fortalecimiento de la capacidad institucional.  El Fondo facilita a las organizaciones no gubernamentales (ONG) líneas de crédito con un tipo de interés del 3 por ciento.  Las ONG otorgan a continuación préstamos, con tipos de interés del 18 por ciento, a microempresarios que forman grupos solidarios.

ii) Política de competencia y controles de precios

a)
Política de competencia

69. Djibouti no tiene legislación específica en materia de competencia.  El Gobierno tiene intención de elaborarla, pero la capacidad técnica nacional en la materia es actualmente insuficiente.  Por el momento, la Cámara Comercial del Tribunal de primera instancia resuelve caso por caso los litigios en materia de competencia.  Se está estableciendo en el marco del COMESA una política regional de competencia (capítulo II 5) ii) a)).

70. Si se da crédito a determinadas fuentes de información, instituciones como los bancos aprovechan esa falta de política de competencia al fijar los tipos de interés que aplican a los créditos que otorgan.

b)
Reglamentación y control de los precios

71. Actualmente están bajo el control del Estado los precios del pan popular
, los servicios de telecomunicaciones, electricidad y agua, los servicios postales y el transporte urbano.
  Hasta 1999 los precios en surtidor de los productos del petróleo se establecían mediante decretos presidenciales;  actualmente el Ministerio de Hacienda prepara la estructura de los precios y se examina con los operadores privados.  El margen de beneficio en medicamentos y pequeños materiales médicos (esenciales) está bajo el control de la Central de Compras de Medicamentos y Materiales Esenciales (CAMME), cuyos objetivos son, entre otros, garantizar la venta de medicamentos y materiales médicos esenciales a los organismos sanitarios del sector público y semipúblico, y a las organizaciones del sector privado sin fines lucrativos a un precio social pero suficiente para asegurar su funcionamiento, y constituir reservas para hacer frente a las fluctuaciones de los precios de los productos farmacéuticos en el mercado.  La CAMME está encargada de aprobar las modalidades de cálculo del precio de venta de los productos farmacéuticos, de determinar los precios de venta de los medicamentos esenciales y los procedimientos de compra, y de organizar la gestión de las existencias.

iii) Empresas estatales y privatización

72. La función del Estado en la actividad económica sigue siendo importante.  Actualmente existen unas 25 empresas públicas, de las que sólo 1 tiene capital mixto y las restantes son totalmente de propiedad estatal.
  Las empresas públicas operan en las esferas de la industria (con inclusión de la industria agroalimentaria), la explotación de minas, la hostelería, los servicios financieros, las telecomunicaciones, y los servicios de transporte y de almacenamiento.

73. En la Ley Nº 130/AN/96/3erL
 se establecen las condiciones y modalidades de privatización de participaciones, empresas, bienes o actividades del sector público.  En efecto, un establecimiento público como tal no puede ser privatizado.  Debe liquidarse previamente y su patrimonio debe transferirse a una sociedad estatal ya existente o que se cree, que podrá ser objeto de privatización.  Las condiciones de las liquidaciones y las transferencias de patrimonio deben establecerse por decreto.  Los compradores no estarán obligados en ningún caso a hacerse cargo del pasivo de las sociedades privatizadas.  A tal efecto, deberá adoptarse una decisión, caso por caso, mediante decretos de privatización.
  En cada decreto se indicará asimismo cuál de los siguientes procedimientos o qué combinación de ellos se utilizará para la privatización:  i) oferta pública de venta para la cesión al público de las acciones de las sociedades objeto de privatización;  ii) licitación selectiva o pública, nacional o internacional, para la cesión de bloques, de la mayoría o de la totalidad de las acciones que constituyan el capital de las sociedades objeto de privatización;  iii) licitación selectiva o pública, nacional o internacional, para la transferencia de la explotación, o para el establecimiento de un régimen de concesión o arrendamiento de la sociedad o de las actividades objeto de privatización;  iv) cesión por contratación directa de la totalidad o parte de una sociedad, una actividad o un bien objeto de privatización, procedimiento que puede utilizarse con carácter excepcional y únicamente cuando esté justificado por la necesidad de recurrir a compradores que gocen de ventajas determinantes, como capacidad financiera, técnica y/o comercial
;  y v) subasta pública, con adjudicación a quien presente la mejor oferta, para la venta de activos tangibles, bienes muebles o inmuebles y equipo.

74. En el capital de las sociedades que han de ser objeto de privatización puede instituirse una "acción específica", que quedará en poder del Estado por un plazo máximo de cinco años y le permitirá ejercer un control, a través del derecho de veto, sobre las decisiones del Consejo de Administración.  Puede otorgarse un derecho de preferencia a personas físicas o a personas jurídicas privadas constituidas con arreglo al derecho de Djibouti.  En particular, puede reservarse prioritariamente a los empleados de la empresa privatizada (que hayan trabajado en ella por lo menos 24 meses) la adquisición del 10 por ciento del número total de las acciones cedidas, con una reducción del 25 por ciento del precio público de venta y un aplazamiento del pago por tres años como máximo.  Los empleados de un servicio público, parte de una administración central o de un establecimiento público, gozan de un derecho preferente de adquisición de la totalidad o parte de los activos de dicho servicio objeto de privatización, con preferencias idénticas a las mencionadas supra.  

75. Se ha creado un Comité Nacional de Privatización (CNP), que depende del Ministro de Hacienda, para la aplicación del programa de privatización.  El CNP realiza o hace realizar una evaluación del valor de las sociedades que se han de privatizar y de los activos o bienes que se han de ceder por venta o concesión al sector privado.  El Ministro de Hacienda prepara los decretos de privatización sobre la base de los informes de evaluación.

76. El producto de las operaciones de cesión se inscribe en una cuenta extrapresupuestaria especial abierta a tal efecto en los libros del Tesoro, que se utiliza prioritariamente para la financiación de los gastos directamente relacionados con las privatizaciones y, en particular, el pago de posibles gastos de reestructuración, liquidación del pasivo e indemnizaciones por despido.  Los superávit anuales de esa cuenta extrapresupuestaria, de haberlos, se transfieren al presupuesto general en el ejercicio presupuestario siguiente.

77. El proceso de privatización, que comenzó en 1997, preveía inicialmente la venta 
de 13 empresas e instituciones.
  La adopción, el 23 de septiembre de 2001, del Decreto Nº 2001‑0191/PR/MEFPP, relativo a la estrategia de privatización de las principales empresas de infraestructura administradas por el Estado, dio en cierta medida un nuevo dinamismo a la ejecución del programa de privatización.
  Entre 1997 y septiembre de 2005 se 
privatizaron 2 empresas (Pharmacie de l'Indépendance y el Hotel Sheraton de Djibouti),  se otorgó la concesión de otras 3 (puerto, aeropuerto y puerto pesquero) y se liquidaron 4;  otras 2 están en curso de liquidación.  No obstante, se crearon 3 empresas públicas nuevas (la Sociedad Industrial de Aguas Minerales (SIEMAS), la Fábrica de Cemento y la Nueva Empresa de Comercio (CNC)) (cuadro III.4).

Cuadro III.4

Empresas públicas, septiembre de 2005

	Entidad
	Actividad
	Proporción del capital propiedad del Estado
	Avance del proyecto de privatización

	Sociedad Industrial de Aguas Minerales de Ali-Sabieh (SIEMAS)
	Venta y exportación de agua mineral
	100%
	Nueva empresa.

	Sociedad de Explotación de las Aguas de Tadjourah (SEET)
	Producción de agua mineral
	100%
	Liquidada.

	Fábrica de Cemento de Ali-Sabieh 
	Cemento
	100%
	En curso de establecimiento.

	Imprenta Nacional de Djibouti
	Imprenta
	100%
	Saneamiento de la situación financiera en curso para ponerla en régimen de concesión o gestión.

	Fábrica de Productos Lácteos (LDJ)
	Productos lácteos
	100%
	Liquidada.

	Pharmacie de l'Indépendance (PI)
	Farmacia
	
	Privatización en 1999 por cesión de activos mediante licitación internacional sobre la base de la mejor oferta.

	Sociedad de Piensos (SAB)
	Producción y comercialización de piensos
	100%
	Liquidada.

	Nueva Empresa de Comercio (CNC)
	Producción de artículos de cerámica
	100%
	Nueva empresa.

	Central de Compra de Medicamentos y Materiales Esenciales (CAMME)
	Compra y venta de medicamentos
	100%
	..

	Banco de Desarrollo de Djibouti (BDD)
	Banco
	100%
	En liquidación.

	Fondo de Desarrollo Económico de Djibouti (FDED)
	Financiación
	100%
	Aún no está en funcionamiento.

	Electricidad de Djibouti (EDD)
	Electricidad
	100%
	Saneamiento de la situación financiera en curso para poderla poner en régimen de concesión o gestión.

	Oficina Nacional de Recursos Hídricos de Djibouti (ONED)
	Recursos hídricos
	100%
	Saneamiento de la situación financiera en curso para poderla poner en régimen de concesión o gestión.

	Djibouti Télécom (DT)
	Telecomunicaciones, telefonía fija y móvil
	100%
	Reestructuración en curso.
En octubre de 1999, fusión de las actividades de telecomunicaciones nacionales de la ex Oficina de Correos y Telecomunicaciones (OPT) y las de la Sociedad de Telecomunicaciones Internacionales de Djibouti (STID).  Se prevé su privatización (venta de acciones) mediante licitación y otorgamiento de una licencia de telefonía móvil.

	Puerto Autónomo Internacional de Djibouti (PAID)
	Servicios portuarios
	100%
	Desde junio de 2000, otorgamiento de la gestión y explotación de los equipos portuarios a la empresa Dubaï Port International por plazo de 20 años.

	Puerto Pesquero de Djibouti
	Desarrollo de la pesca y la acuicultura
	100%
	Desde abril de 2004, concesión de la explotación a la Sociedad de Inversión y Gestión Marítima de Djibouti.

	Aeropuerto Internacional de Djibouti (AID)
	Aeropuerto
	100%
	Desde el 15 de junio de 2002, otorgamiento de la gestión y explotación de los equipos aeroportuarios a la empresa Dubaï Port International por plazo de 20 años.

	Ferrocarril Djibouti-Etiopía
	Transporte ferroviario
	Biestatal (50%)
	Negociaciones en curso para poner la empresa en régimen de concesión.  Aviso de licitación.

	Servicios Postales de Djibouti
	Servicios postales
	100%
	Saneamiento de la situación financiera en curso para poder poner la empresa en régimen de concesión o gestión.

	Sociedad Internacional de Hidrocarburos de Djibouti (SIHD)
	Petróleo
	100%
	..

	Sociedad Hotelera del Estado de Djibouti (SHED)
	Hostelería
	100%
	En liquidación.

	Hotel Sheraton de Djibouti
	Hostelería
	
	Venta del inmueble a la Sociedad de Hostelería y Turismo de Djibouti (SODHET) en 1999.

	Oficina Nacional de Aprovisionamiento y Comercialización (ONAC)
	Compra y venta de productos alimenticios
	100%
	Liquidada.

	Sociedad Inmobiliaria de Djibouti (SID)
	Vivienda urbana
	100%
	..

	Radio Televisión de Djibouti (RTD)
	Servicios audiovisuales
	100%
	..


..
No disponible.

Fuente:
Decretos Nº 99-0077/PR/MFEN, de 8 de junio de 1999, y Nº 2001-0191/PR/MEFPP, de 23 de septiembre de 2001.

78. En junio de 2000 se otorgó a la empresa Dubaï Port International (DPI), por plazo de 20 años, un contrato de gestión y explotación de los equipos porturarios (acuerdo de "concesión de gestión") del Puerto Autónomo Internacional de Djibouti (PAID).  Según el estudio de diagnóstico del Marco Integrado, no parece que existan obligaciones contractuales de inversión para la DPI.  Las condiciones del contrato son confidenciales.  A partir del 15 de junio de 2002 se confió la gestión del Aeropuerto Internacional de Djibouti, por plazo de 20 años, a la DPI.
  En abril de 2004 se confió la explotación del puerto pesquero de Djibouti a la Sociedad de Inversión y Gestión Marítima de Djibouti.

79. Las empresas estatales y paraestatales constituyen una pesada carga para la economía nacional, incluido el presupuesto público.  La mayor parte de esas empresas no están en condiciones de generar los ingresos que necesitan para financiar su funcionamiento corriente.  En 1999 las estimaciones indicaban un endeudamiento global de 9.000 millones de FD en el caso de la EDD, un déficit de explotación de 160 millones de FD en el de la ONED, y una pérdida en la explotación del aeropuerto de 200 millones de FD:  entre 1994 y 1999, 820 millones de FD en total.
  Esos malos resultados se debían en gran parte a deficiencias en materia de gestión, inversiones poco o nada rentables y atrasos en los pagos del Estado.  Según las autoridades, la situación financiera de la EDD y del aeropuerto está mejorando desde 2003.  La estrategia adoptada en ambos casos consiste en sanear primero su situación financiera y proceder después a su concesión, en vez de recurrir a la posibilidad de vender participaciones en su capital.

iv) Protección de los derechos de propiedad intelectual

a)
Panorama general

80. Djibouti es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) desde mayo de 2002, y de la Organización Africana de la Propiedad Intelectual (OAPI) desde 2001.
  Djibouti no ha ratificado el Acuerdo de Bangui revisado.  Se ha adherido al Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, y al Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas.
  Djibouti prevé adherirse al Protocolo de Madrid.

81. Los ministerios que se ocupan de las cuestiones relativas a la propiedad intelectual son los Ministerios competentes en materia de industria (propiedad industrial) y cultura (derecho de autor).

b)
Derechos de propiedad industrial

82. La legislación de Djibouti en materia de propiedad industrial data de la época colonial.
  Esa legislación sólo se refiere a las marcas de fábrica y las marcas de servicios.  Por consiguiente, los demás tipos de propiedad industrial, entre ellos las patentes y los dibujos y modelos industriales, no están protegidos.
83. Desde la independencia de Djibouti, el organismo en el que deben registrarse las marcas es la Secretaría del Tribunal (Ministerio de Justicia).  Están prohibidas las importaciones paralelas de productos amparados por marcas.

84. La OMPI ha realizado una misión con el fin de determinar las prioridades y establecer el calendario de las operaciones para el establecimiento:  i) de legislación en conformidad con los textos internacionales en la materia;  ii) de una Oficina Nacional de la Propiedad Intelectual;  y iii) de actividades de formación en cuestiones específicas.
  Está en curso de elaboración, con asistencia de la OMPI, un proyecto de ley en materia de propiedad industrial.

c)
Derecho de autor y derechos conexos

85. La Ley Nº 114/AN/96/3erL, de 3 de septiembre de 1996, protege:  i) los libros, folletos y otros escritos literarios, científicos o artísticos;  ii) las conferencias, alocuciones, sermones, alegatos y demás obras de la misma naturaleza;  iii) las obras creadas para la escena o para la radiodifusión (sonora o visual), tanto dramáticas o dramático-musicales como coreográficas y pantomímicas, cuyo movimiento escénico se haya fijado por escrito o en otra forma;  iv) las composiciones musicales, con o sin palabras, estén o no en forma escrita;  v) las obras de dibujo, pintura, grabado o litografía;  vi) los tapices y los objetos realizados por oficios artísticos y artes aplicadas, tanto los croquis o modelos como la propia obra;  vii) las obras arquitectónicas, tanto los dibujos y maquetas como la propia construcción;  viii) las esculturas, los bajorrelieves y los mosaicos de todo tipo;  ix) las obras fotográficas y las expresadas por un procedimiento análogo a la fotografía;  x) las obras cinematográficas y las expresadas por un procedimiento análogo a la cinematografía;  xi) los mapas, las ilustraciones, los planos, los croquis y las obras plásticas relativos a la geografía, la topografía, la arquitectura o las ciencias;  y xii) las obras del folclore nacional y las obras inspiradas en ese folclore.

86. La protección se otorga a los autores y coautores (en su caso) durante toda su vida y 25 años después de la muerte del último superviviente.  En el caso de una obra publicada de forma anónima o bajo pseudónimo, se protegen los derechos a contar de la fecha en que esa obra haya sido lícitamente publicada por primera vez.  Cuando se trata de obras cinematográficas, los derechos se protegen hasta la expiración de un plazo de 25 años a contar de la fecha de realización de la obra o, si la obra se ha hecho pública con el consentimiento del autor durante ese plazo, 25 años a contar de su comunicación al público.  En el caso de obras fotográficas o de artes aplicadas, se protegen los derechos durante 25 años a contar de la realización de la obra.

87. La ley garantiza asimismo al autor, además de derechos patrimoniales, derechos morales, perpetuos, inalienables e imprescriptibles de reivindicar la paternidad de su obra y de oponerse de manera general a toda deformación, mutilación u otra modificación de su obra, así como a toda divulgación o reproducción de la obra sin su consentimiento.

88. Según el artículo 75, las obras que no sean originarias de Djibouti gozan de protección en el marco de las obligaciones de Djibouti dimanantes de los convenios internacionales de los que es signatario.
  Las infracciones del derecho de autor están sujetas a sanciones en forma de multa de hasta 200.000 FD y, en caso de reincidencia
, de hasta 400.000 FD, y pena de prisión por un período de uno a seis meses.

89. En 1996 se creó la Oficina de Derecho de Autor de Djibouti (BBDA), dependiente del Ministro competente en materia de cultura.
  Está encargada de la gestión de los derechos y de la defensa de los intereses morales y materiales de los autores y compositores.  Esas atribuciones se establecerán por decretos ministeriales.  Según el artículo 67, la BBDA tendrá, con exclusión de toda otra persona física o jurídica, facultades para actuar como intermediario entre el autor o sus derechohabientes y los usuarios de obras literarias o artísticas para el otorgamiento de autorizaciones y para la percepción de los derechos correspondientes.  La Oficina administrará en Djibouti los intereses de los diversos organismos de autores extranjeros en el marco de convenios o acuerdos de representación recíproca.

d)
Obtenciones vegetales

90. Djibouti no tiene legislación en materia de protección de las obtenciones vegetales.  No ha ratificado el Tratado de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV).

� Ley Nº 179/AN/02/4ºL, de 24 de agosto de 2002.





� Ley Nº 102/AN/05/5ºL, sobre la reforma de los servicios del Estado encargados de los asuntos fiscales y de hacienda.





� Información disponible en: http://www.dxbcustoms.gov.ae/content/applications/mirsal.asp [23 de septiembre de 2005]. 





� El certificado de origen se exige en general para las importaciones procedentes de los países miembros del COMESA, para el otorgamiento por Djibouti de trato preferencial. 





� De conformidad con un acuerdo, en el puerto de Djibouti se ha establecido una oficina de aduanas de Etiopía para realizar los trámites correspondientes a la declaración previa de las mercancías en tránsito con destino a Etiopía. 





� Fianza depositada en el Tesoro que permite otorgar al importador un aplazamiento del pago.





� Orden Nº 93-0350/PR/FIN, de 7 de abril de 1993. 





� Ministerio de Economía, Hacienda y Planificación, encargado de la privatización, Subdirección de Ingresos Fiscales Indirectos.





� Se trata de las siguientes líneas del SA:  1101 0010, 1101 0020, 2709 0000, 2710 0033, 2710 0039, 8407 3100, 8407 3200, 8407 3300, 8407 3400, 8408 2000, 8408 9000, 8409 9100, 8507 1000, 8507 2000, �8507 3000, 8507 4000, 8507 8000, 8507 9000, 8706 0000, 8707 1000, 8707 9000. 





� Se trata de las líneas de los siguientes capítulos del SA 92:  05, 06, 09, 12 a 15, 17, 18, 20, 22, 24 a 30, 32 a 60, 63, y 65 a 97. 


� Orden Nº 93-0665, de 29 de junio de 1993. 





� Título VIII, secciones II a V de la Ley Nº 108/AN/00/4ºL, de 29 de octubre de 2000, sobre reforma del Código General de Impuestos. 





� El certificado de fianza conlleva, además de la declaración detallada de las mercancías, el compromiso solidario del principal responsable y de su garante de cumplir, en los plazos establecidos y con sujeción a las penas que haya lugar, las prescripciones de los textos legislativos o reglamentarios. 





� El régimen se autoriza por una orden en la que se establece la duración por la que se autoriza y, llegado el caso, las cantidades de mercancías que pueden beneficiarse de él, el plazo de mantenimiento en depósito y los respectivos porcentajes de los "productos compensatorios" que habrán de exportarse obligatoriamente fuera del territorio y de los que podrán consumirse en el territorio. 





� Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres.





� Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes.





� Convenio de Rotterdam sobre el Procedimiento de Consentimiento Fundamentado Previo.





� Decreto Nº 2004-0066/PR/MHUEAT, de 22 de abril de 2004.  A partir de 2010 se prohibirá la importación de aparatos de refrigeración que contengan sustancias de las mencionadas en el anexo II.


� Orden Nº 97-0760/PRE, de 17 de noviembre de 1997. 





� Orden Nº 99-0059/PR/MCI, de 14 de enero de 1999. 





� Orden Nº 92-0359/PRE, de 20 de abril de 1992. 





� Ley Nº 102/AN/700/4ºL, de 25 de octubre de 2000, sobre la organización y el funcionamiento del Ministerio de Comercio, Industria y Artesanía. 





� Los reglamentos técnicos se publican en forma de decretos presidenciales. 


� Orden Nº 2002-0757/PR/MCI, de 17 de octubre de 2002, sobre la creación del Comité de Reflexión sobre la Normalización. 





� ONUDI (2003). 





� Disponible en el sitio Web en:  http://www.presidence.dj/page460.html [12 de abril de 2005].





� Órdenes Nº 2000-0727/PR/MAEM y Nº 2000-0728/PR/MAEM, de 23 de septiembre de 2000.  Los productos son los siguientes:  i) artículos de carnicería;  ii) carne picada previamente, carne cocida, productos de chacinería, "quenelles", platos cocinados de antemano, sopas en polvo;  iii) carne de aves de corral;  iv) productos de la pesca;  v) productos a base de huevo, productos de pastelería y crema pastelera;  vi) leche fermentada (yogur, kéfir), leche gelificada, quesos frescos pasteurizados, cremas frescas pasteurizadas;  helados y cremas heladas, caseína y caseinatos;  vii) conservas de productos pecuarios o de origen animal;  y viii) semiconservas a base de productos pecuarios o de origen animal. 





� Orden Nº 97-0189/PR/MS, de 27 de diciembre de 1997, modificada por el Decreto Nº 2002�0095/PR/MCIA, de 2 de junio de 2002.





� Orden Nº 99-0059/PR/MCI, de 14 de enero de 1999.





� Decretos Nº 2001-0098/PR/MHUEAT, de 27 de mayo de 2001, sobre la aprobación de la estrategia y el programa de acción nacional para la conservación de la diversidad biológica, y Nº 2004-0065/PR/MHUEAT, de 22 de abril de 2004, sobre la protección de la diversidad biológica. 





� Decreto Nº 2004-0066/PR/MHUEAT, de 22 de abril de 2004. 





� Decreto Nº 2001-0010/PR/MCIA, de 15 de enero de 2001, sobre la reglamentación del agua envasada destinada al consumo humano, y Orden Nº 2002-0420/PR/MCIA, de 2 de junio de 2002. 


� Decreto Nº 2001-0010/PR/MCIA, de 15 de enero de 2001, y Orden Nº 2002-0420/PR/MCIA, de 2 de junio de 2002. 





� Decretos Nº 97-0189/PR/MS, de 27 de diciembre de 1997, y Nº 2002-0095/PR/MCIA, de 2 de junio de 2002. 





� Decreto Nº 2003-0212/PR/MHUEAT, de 18 de octubre de 2003.





� Ley Nº 108/AN/00/4ºL. 





� Decreto Nº 2004-0065/PR/MHUEAT, de 22 de abril de 2004, sobre la protección de la diversidad biológica. 





� Ley Nº 70/AN/04/5ºL, de 3 de julio de 2004.  Los miembros fundadores de la ACA, cuya sede se encuentra en Nairobi, son los siguientes:  Burundi, Kenya, Malawi, Rwanda, Tanzanía, Uganda y Zambia.  Pueden adherirse a ella todos los países africanos.





� Entre los riesgos políticos cubiertos figuran los siguientes:  guerra y disturbios civiles en el país del comprador o de tránsito;  embargo o cualquier otra sanción impuesta por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, o cualquier otra medida de efecto equivalente;  acción o inacción del Gobierno que entrañe la no convertibilidad de la moneda nacional o la imposibilidad de transferir divisas al extranjero;  imposición de un control de cambios;  imposibilidad de comprar divisas con la moneda nacional del país del comprador y/o de un país de tránsito;  expropiación;  confiscación de bienes, prohibición de vender o exportar por otros motivos que la salud pública, la seguridad, el bienestar y la protección del medio ambiente;  interferencia del Gobierno en entidades que posean obligaciones aseguradas;  anulación de licencias de importación o de exportación;  restricción de las importaciones y las exportaciones;  establecimiento discriminatorio de nuevos impuestos sobre las importaciones y las exportaciones o aumento discriminatorio de los existentes;  interferencia (incluso del Gobierno) en los movimientos de bienes;  y riesgo de desviación.  No están cubiertos los desastres naturales. 





� La ACA está asociada con Gerling NCM, que ocupa el segundo lugar entre las principales compañías de seguros de crédito del mundo. 





� Los bienes deben ser originarios de un país miembro (con posibilidad de origen regional).





� OMC (2004). 





� Ley Nº 71/AN/04/5ºL, de 3 de julio de 2004.  Disponible en el sitio Web en:  http://www.isdb.org/french_docs/idb_home/q_ans6.htm#114 [7 de abril de 2005].





� Decretos Nº 2000-0140/PRE, de 30 de abril de 2000;  Nº 2002-0133/PR/MEF, de 7 de julio de 2002;  Nº 2003-0034/PR/MEF, de 3 marzo de 2003; y Nº 2003-0168/MEFPCP, de 14 de agosto de 2003;  y Orden Nº 2002-0486/PR/MEFCP, de 7 de julio de 2002.





� Línea de crédito otorgada con un tipo de interés del 2,5 por ciento, por plazo de 20 años, con un período de gracia de 5 años. 





� Decreto Nº 2000-0140/PR/MESN, de 29 de mayo de 2000.  Actualmente, ocho de las nueve instituciones de microcrédito operan en asociación con el FSD. 





� Por Decreto Nº 2004-0130/PR/MCIA, de 14 de julio de 2004, el precio de venta de la barra de pan se fijó en 20 FD.





� Decreto Nº 2003-0031/PR/MCCC, de 27 de febrero de 2003, y Orden Nº 2001-0021/PR/MAEM, de 8 de enero de 2001. 





� Decretos Nº 2004-0059/PR/MS, de 13 de abril de 2004, y Nº 97-0039/PR/SP, de 3 de abril de 1997, sobre publicación y modalidad de actualización de la lista de medicamentos esenciales, y Orden Nº 2003�0526/PR/MS, de 8 de julio de 2003.





� Las empresas estatales se rigen por la Ley Nº 130/AN/96/3erL, de 15 de febrero de 1997, sobre las condiciones y modalidades de privatización de participaciones, empresas, bienes o actividades del sector público.





� Ley de 15 de febrero de 1997, sobre las condiciones y modalidades de privatización de participaciones, empresas, bienes o actividades del sector público. 





� Artículo 5 c) de la Ley Nº 130/AN/96/3erL. 





� Sólo podrá preverse el recurso a este procedimiento excepcional cuando esté expresamente autorizado y justificado por el decreto de privatización.





� Ley Nº 130/AN/96/3erL, de 15 de febrero de 1997, y Decreto Nº 99-0077/PR/MFEN, de 8 de junio de 1999. 





� Electricidad de Djibouti (EDD), Oficina Nacional de Recursos Hídricos (ONED), Aeropuerto Internacional de Djibouti, y Djibouti Télécom. 


� Decreto Nº 2003-0041/PR/MET, de 17 de marzo de 2003, sobre la aprobación del contrato de gestión del aeropuerto. 





� Decreto Nº 2004-0027/PR/MEFPP, de 25 de febrero de 2004. 





� Decreto Nº 2001-0191/PR/MEFPP, de 23 de septiembre de 2001.





� Ley Nº 63/AN/94/3erL, de 26 de noviembre de 1994.  Los demás miembros del Acuerdo de Bangui (1977), por el que se estableció la OAPI, son los siguientes:  Benin, Burkina Faso, el Camerún, el Chad, Côte d'Ivoire, el Gabón, Guinea, Guinea-Bissau, la Guinea Ecuatorial, Malí, Mauritania, el Níger, la República Centroafricana, la República del Congo, el Senegal y el Togo.  El Acuerdo de Bangui sustituyó a la Oficina Africana y Malgache de la Propiedad Industrial, creada en 1962 por el Acuerdo de Libreville.  Disponible en el sitio Web en:  http://www.wipo.int/clea/docs_new/fr/oa/oa003fr.html [30 de marzo de 2005].





� Ley Nº 150/AN/02/4ºL, de 31 de enero de 2002. 





� Una ley francesa de 31 de diciembre de 1964.  El Instituto Nacional de la Propiedad Industrial francés (INPI) era también responsable de las cuestiones relativas a las marcas y el derecho de autor en Djibouti. 





� ONUDI (2003). 





� Se consideran obras originarias de Djibouti las obras creadas por autores de nacionalidad de Djibouti;  las obras de personas jurídicas bajo la jurisdicción de Djibouti;  las obras de extranjeros publicadas por primera vez en Djibouti;  las obras cuyos autores tengan su residencia habitual en Djibouti;  las obras de arquitectura realizadas en el territorio de Djibouti y toda obra de arte que forme parte de un edificio situado en su territorio;  y las obras del folclore nacional en cuanto propiedad del Estado, así como las obras de dominio público.





� Existe reincidencia cuando en los cinco años anteriores al hecho sancionado el infractor haya sido ya condenado por una infracción idéntica.





� Capítulo IV de la Ley Nº 114/AN/96/3erL, de 3 de septiembre de 1996. 





� Disponible en:  http://www.upov.int/en/about/members/pdf/pub423.pdf [4 de abril de 2005]. 








